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LA NOTIFICACIÓN JUDICIAL POR MEDIOS ELECTRÓNICOS EN COLOMBIA 
COMO HERRAMIENTA PARA EL SISTEMA JUDICIAL 
 
PREGUNTA DE INVESTIGACIÓN 
¿Es posible la implementación de la notificación judicial por medios electrónicos en 
Colombia como herramienta para el sistema judicial? 
  
OBJETIVOS 
 Objetivo General 
Evidenciar la importancia de la notificación judicial por medios electrónicos en Colombia, 
implementar herramientas y determinar las dificultades que se presentan en su aplicación. 
Objetivos Específicos 
1.      Realizar un acercamiento a los Medios Electrónicos en Colombia y la Regulación Vigente 
sobre su Uso. 
2.      Evidenciar la Comunicación procesal y la importancia de la notificación electrónica 












El presente trabajo, aborda el estudio del uso de la Tecnología en la Administración de Justicia en 
Colombia, y de manera puntual, analiza si la comunicación de los ciudadanos con las autoridades 
judiciales se ha servido de los nuevos medios electrónicos para garantizar sus derechos y hacer 
efectivas sus garantías constitucionales de acceso a la Administración de Justicia, celeridad y 
economía.  
  En este análisis, se hace un recuento de las formas en que ha venido interactuando el 
ciudadano con el Estado y cómo las Tecnologías de la Información y la Comunicación –en adelante 
TIC- han facilitado esta interrelación. Así mismo, se repasa cómo la legislación colombiana ha 
venido introduciendo los avances tecnológicos para beneficiar al ciudadano y cómo se incorporan 
las TIC a la Administración de Justicia y en los procesos judiciales.  
Para esto, se explora la evolución de las comunicaciones procesales a través de la historia   
hasta llegar a la era de la cuarta revolución, las nuevas tecnologías, la innovación de las mismas, 
y su efecto en los procesos judiciales, específicamente en las comunicaciones procesales, teniendo 
en cuenta el carácter esencial de poner en conocimiento de las partes el contenido de las decisiones 
y actos dentro de un proceso para que estas puedan defender sus derechos e intereses legítimos. Se 
estudia si la Rama Judicial en Colombia ha ido a la par con las otras ramas del poder público, en 
cuanto a la implementación de la tecnología en su actividad, especialmente en los actos de 
comunicación procesal y si efectivamente estos actos están cumpliendo con la finalidad para los 
que fueron establecidos. Por esta vía se analiza el acercamiento que tuvieron las TIC con la justicia 




Finalmente, el trabajo presenta una propuesta de esquema de notificación procesal que 
busca a través de las nuevas tecnologías asegurar la eficacia de esta indispensable etapa en el 


















UN ACERCAMIENTO A LOS MEDIOS ELECTRÓNICOS EN COLOMBIA: 
REGULACIÓN VIGENTE SOBRE SU USO 
Abordar los medios electrónicos en Colombia precisa el acercamiento a múltiples dimensiones 
que se relacionan con estos y que evidencian las relaciones bidireccionales de las mismas en el 
contexto del país.  
 La figura que se muestra a continuación evidencia los elementos clave para entender que se parte 
de una necesidad de acercamiento a los medios electrónicos, en donde el recorrido normativo 
nacional establece que la incorporación de las TICS es de vital importancia tanto para el desarrollo 
de canales de comunicación acertados y eficientes como para la comprensión sobre su uso. Así 
mismo, se hace necesario apelar a su uso, a las clases de medios que son utilizados, al recorrido 
normativo que frente a éste se ha dado en Colombia, la importancia y las necesidades que frente a 
ellos existen, así como lo que ha sido la incorporación de las TICS: 
 
 






Así mismo, la anterior figura, apertura y muestra que el acercamiento a los medios electrónicos 
en el ámbito judicial en Colombia, es importante comprenderla desde los elementos enunciados, 
dado que, la incorporación a las TICS, requiere una comprensión sobre su uso, su alcance y las 
posibilidades que se tienen en torno a la misma, también la figura establece elementos generales 
que aportan a la reflexión sobre la relación entre ámbito judicial y tecnología.  
 
1. De los medios electrónicos en Colombia  
La forma como se han relacionado los ciudadanos con la administración ha venido de la mano con 
el desarrollo y evolución del concepto de Estado y de su papel frente a los administrados. Es así 
como el rol del Estado ha venido evolucionando a través del tiempo desde el Estado Liberal de 
Derecho, hasta el Estado que hoy conocemos como Estado Social de Derecho. 
El Estado Liberal, caracterizado por la predominancia de la ley, con muy poca participación 
en asuntos particulares, en el que la relación con el ciudadano era básicamente de sujeción y a este 
solo le correspondía obedecer órdenes de la Administración.  En este desarrollo, el Estado pasa a 
convertirse en benefactor, proveedor de servicios al ciudadano, hasta llegar al Estado Social de 
Derecho. Este último concepto de Estado provee una mejor posición para el ciudadano, haciéndolo 
parte activa de todas aquellas materias que impacten y afecten su vida. La Constitución cohesiona 
todo el derecho, y el ciudadano pasa a ser la razón propia de la acción estatal. El Estado Social de 
Derecho supone que sus decisiones tengan como núcleo central a los ciudadanos, que se garanticen 
y protejan sus derechos y en este sentido su actividad debe ser más eficiente, transparente, segura 
y oportuna.  
Con este nuevo papel, la Administración, debe encontrar nuevas formas de interactuar con 
el ciudadano, como lo plantea Darío Martínez Jurado “La Administración en la posmodernidad se 




(Martínez, 2018, p. 293). El Estado debe entonces reconocer nuevos actores y fenómenos tales 
como la globalización, la multiculturalidad, y las oportunidades que ofrecen las nuevas tecnologías 
como herramientas fundamentales para cumplir de manera eficaz y transparente sus principios y 
fines. 
Un primer antecedente, en la legislación colombiana en el uso de las tecnologías por parte 
de la Administración es el Decreto 2150 de 19951 por medio del cual se pretende la simplificación, 
optimización y agilización de trámites ante las entidades estatales, habilitándolas para implementar 
un sistema que permite facilitar la recepción y envío de documentos y solicitudes a los usuarios 
mediante la trasmisión de datos. 
De igual forma se establece la manera de contabilizar los términos y los requisitos para la 
validez del envío por estos medios.  
Con la expedición de la Ley 962 de 20052 se modifica el Art 25 del Decreto 2150 de 19953, 
ampliando la obligación a las entidades públicas de recibir información por medio del correo 
electrónico. 
 
1 Decreto 2150 de 1995, ARTÍCULO 26º.- Utilización del sistema electrónico de archivo y transmisión de datos. Las entidades 
de la Administración Pública deberán habilitar sistemas de transmisión electrónica de datos para que los usuarios envíen o 
reciban información requerida en sus actuaciones frente a la administración. 
En ningún caso las entidades públicas podrán limitar el uso de tecnologías para el archivo documental por parte de los 
particulares, sin perjuicio de los estándares tecnológicos que las entidades públicas adopten para el cumplimiento de algunas de 
las obligaciones legales a cargo de los particulares. 
 
2 Por la cual se dictan disposiciones sobre racionalización de trámites y procedimientos administrativos de los 
organismos y entidades del Estado y de los particulares que ejercen funciones públicas o prestan servicios públicos. 
3 ARTÍCULO 25º.- Utilización del correo para el envío de información. Modificado por el art. 10, Ley 962 de 
2005.Las entidades de la Administración Pública deberán facilitar la recepción y envío de documentos o solicitudes 
y sus respectivas respuestas por medio de correo certificado. En ningún caso se podrán inadmitir las solicitudes o 
informes enviados por personas naturales o jurídicas que se hayan recepcionado por correo certificado a través de la 
Administración Postal Nacional, salvo que los códigos exijan su presentación personal. Para los efectos de 
vencimiento de términos, se entenderá que el peticionario presentó la solicitud o dio respuesta al requerimiento de la 
entidad pública en la fecha y hora en que la empresa de correo certificado expidió con fecha y hora, el respectivo 
recibo de envío. Igualmente, los peticionarios podrán solicitar el envío por correo de sus documentos o información 




Posteriormente, la Ley 527 de 19994, ley de comercio electrónico, inspirada bajo el modelo 
de la Comisión de Naciones Unidas para el Derecho mercantil Internacional CNMUDI, establece 
los principios generales de validez de los documentos y firmas electrónicas, y se habla por primera 
vez de equivalencia funcional, de validez probatoria de documentos, comunicaciones electrónicas 
y de estampado cronológico, pero la ley no  se refiere-porque no era su espíritu-, a la gestión de la 
administración por medios electrónicos, aunque si  le dio marco conceptual y teórico para que la 
tecnología fuera aplicable en las funciones  de administración pública.   
En este desarrollo y con la expedición de la Ley 1341, de 20095, el país dio un giro radical 
en materia de comunicaciones, dando paso a una nueva agenda pública que fijó como política de 
Estado el fomento, la promoción y el desarrollo de las TIC involucrando a todos los sectores y 
niveles de la administración pública y de la sociedad. Justamente, el uso y la apropiación de las 
TIC constituyó un reto para la ley, que debía procurar que estas contribuyeran al desarrollo 
educativo, cultural, económico, social y político y a su vez que incrementara la productividad, la 
competitividad, el respeto a los derechos humanos inherentes y la inclusión social, no solo 
llevándolas a la actividad productiva de las empresas y del gobierno, sino al ciudadano en su vida 
cotidiana. 
Esta ley tuvo en consideración el despliegue mundial del acceso a internet para la época de 
su expedición, que provocó que los usuarios de los servicios de tecnologías de información y las 
comunicaciones accedieran a gran variedad de servicios, a través de diferentes equipos o 
terminales. Las redes de telecomunicaciones se convirtieron en plataformas dinamizadoras del 
 
4 Por medio de la cual se define y reglamenta el acceso y uso de los mensajes de datos, del comercio electrónico y de 
las firmas digitales, y se establecen las entidades de certificación y se dictan otras disposiciones. 
5 Por la cual se definen principios y conceptos sobre la sociedad de la información y la organización de las 





mercado de aplicaciones y contenido, generando nuevas oportunidades y maneras de interactuar 
con su entorno, lo que debía quedar cobijado por esta nueva normatividad dentro del marco de la 
política sectorial. 
Así mismo esta ley incorporó entre otros, el compromiso adquirido por el país en el marco 
de las cumbres mundiales de la sociedad de la información, de formular estrategias de gobierno 
electrónico para que la administración pública fuera más transparente, eficaz y democrática6 Art 
2, núm. 87. Reconociendo de esta manera, la importancia de la sociedad de la información y la 
forma como esta influye en el relacionamiento socioeconómico y político de los colombianos. 
Solo dos años después, en el 2011, con la expedición de la Ley 14378  se incluyen las 
tecnologías de la información para agilizar los procesos y contenciosos administrativos 
posibilitando en ellos la actuación sin papel, al permitir que los procedimientos y trámites 
administrativos se puedan hacer a través de medios electrónicos, de acuerdo con la Ley 527 de 
19999. Para estos efectos las personas interesadas en este tipo de interacción deberán registrar su 
correo electrónico en donde las autoridades determinen.  
 
6 Ley 1341 de 2009- Artículo 2. PRINCIPIOS ORIENTADORES. La investigación, el fomento, la promoción y el desarrollo de 
las Tecnologías de la Información y las Comunicaciones son una política de Estado que involucra a todos los sectores y niveles 
de la administración pública y de la sociedad, para contribuir al desarrollo educativo, cultural, económico, social y político e 
incrementar la productividad, la competitividad, el respeto a los derechos humanos inherentes y la inclusión social. 
7 Masificación del gobierno en línea. Con el fin de lograr la prestación de servicios eficientes a los ciudadanos, las 
entidades públicas deberán adoptar todas las medidas necesarias para garantizar el máximo aprovechamiento de las 
Tecnologías de la Información y las Comunicaciones en el desarrollo de sus funciones. El Gobierno Nacional fijará 
los mecanismos y condiciones para garantizar el desarrollo de este principio. Y en la reglamentación 
correspondiente establecerá los plazos, términos y prescripciones, no solamente para la instalación de las 
infraestructuras indicadas y necesarias, sino también para mantener actualizadas y con la información completa los 
medios y los instrumentos tecnológicos. 
8 Ley 1437 de 2011 Por la cual se expide el Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo. 
9 Ley 527 de 1999 Por medio de la cual se define y reglamenta el acceso y uso de los mensajes de datos, del comercio electrónico 




Con esta Ley se regula en un texto único el procedimiento administrativo, derogando 
aquellas disposiciones que se habían expedido con anterioridad, como estatutos y normas anti-
trámites, que pretendían agilizar los procedimientos ante la administración pública. 
Esta Ley también faculta al Gobierno Nacional para definir los estándares de la sede 
electrónica y dispone que se establecerán los estándares y protocolos que deben cumplir las 
autoridades para incorporar de forma gradual la aplicación de los medios electrónicos en los 
procedimientos administrativos. 
Dentro de este recorrido normativo se encuentra además el Decreto 0019 de 201210 
mediante el cual se suprimen los trámites innecesarios y se insta a las autoridades a incentivar el 
uso de las TIC. 
También, en algunos proyectos de política pública se ha hecho evidente el interés para 
facilitar la interacción con el Estado. El Ministerio de Tecnologías de la Información y 
Comunicaciones (MinTIC) ha venido trabajando en dotar a los ciudadanos de los denominados 
Servicios Ciudadanos Digitales, mediante un modelo que ha venido modificándose y hasta la fecha 
no se ha implementado11.  La carpeta ciudadana hace parte de estos servicios pensada en un 
principio para centrar la información personal derivada de los trámites con el Estado incluyendo 
un correo oficial y un repositorio de información.  En el mes de Julio de 2019, el MinTIC presentó 
 
10 Por el cual se dictan normas para suprimir o reformar regulaciones, procedimientos y trámites innecesarios existentes en la 
Administración Pública. (…) Que con el objeto de facilitar la actividad de las personas naturales y jurídicas ante las autoridades 
que cumplen funciones administrativas, contribuir a la eficacia y eficiencia de estas y fortalecer, entre otros, los principios de 
buena fe, confianza legítima, transparencia y moralidad, se requiere racionalizar los trámites, procedimientos y regulaciones 
innecesarios contenidos en normas con fuerza de ley (…) (p. 2) 
11 Decreto 1413 de 2017 Por medio del cual se establecen los Servicios Ciudadanos Digitales: Artículo 2.2.17.1.1. Objeto. El 
presente título reglamenta parcialmente el Capítulo IV del Título 111 de la Primera Parte de la Ley 1437 de 2011 y el artículo 45 
de la Ley 1753 de 2015, estableciendo los lineamientos que se deben cumplir para la prestación de servicios ciudadanos digitales, 




para comentarios el proyecto de decreto que modifica el Decreto 1413 de 201712 que busca entre 
otros aspectos reducir el impacto generado por este modelo, adecuando algunos temas.  
Colombia ha venido avanzando en la implementación del Gobierno Electrónico desde la 
inclusión en su agenda de la estrategia de Gobierno en Línea presentada por el MinTIC en el 2008 
y su posterior  cambiando su direccionamiento desde junio de 2018 a una política de Gobierno 
Digital13 reconocida incluso en el Plan Nacional de Desarrollo 2018-2022, que incluye la  
transformación digital como parte de la política pública, que aplica para todas las entidades del 
Estado, y que pretende que un futuro la excepción  sea la interacción presencial entre ciudadano y 
Estado. 
En el 2015 con el Decreto 107814 Decreto Único Reglamentario del Sector TICS, se 
establece que la estrategia de Gobierno en Línea debe estar incluida en forma transversal, en todas 
las entidades estatales, incluido el Sector Justicia. Con el Plan de Desarrollo Nacional 2018-2022, 
Ley 1955 de 201915 como se anotó, se retoma la estrategia de Gobierno en Línea del 2008, y se 
redireccionan los ejes de intervención, para llegar a la formulación de la Política de Gobierno 
Digital: 
La incorporación de las tecnologías de la información y las comunicaciones (TIC) para 
mejorar la eficiencia de la administración pública se inició con la estrategia de Gobierno 
 
12 Por el cual se adiciona el título 17 a la parte 2 del libro 2 del Decreto Único Reglamentario del sector de 
Tecnologías de la Información y las Comunicaciones, Decreto 1078 de 2015, para reglamentarse parcialmente el 
capítulo IV del título III de la Ley 1437 de 2011 y el artículo 45 de la Ley 1753 de 2015 estableciendo lineamientos 
generales en el uso y operación de los servicios ciudadanos digitales. 
13 Cfr. Base del Plan Nacional de Desarrollo 2018- 2020 
 
14 Por medio del cual se expide el Decreto Único Reglamentario del Sector de Tecnologías de la Información y las 
Comunicaciones. 
15Ley 1955 de 2019 del PODER PÚBLICO – RAMA LEGISLATIVA, por el cual se expide el Plan Nacional de Desarrollo 




en Línea y, posteriormente, con la política de Gobierno Digital. Esta transformación debe 
profundizarse y ampliarse para incorporar soluciones tecnológicas de avanzada y la 
explotación de datos masivos. La transformación digital de la administración pública puede 
apalancar la transformación de toda la sociedad, pues desde las organizaciones públicas se 
puede generar un efecto multiplicador sobre las actividades productivas y ciudadanos. 
(Base del Plan Nacional de Desarrollo, 2018- 2020) 
Con el   Decreto 1413 de 201716 se busca garantizar y fomentar el acceso de los ciudadanos 
a los denominados servicios ciudadanos digitales con el fin de aportar a un mundo globalizado, 
diverso y heterogéneo.  
No obstante, todo el esfuerzo legislativo para lograr un acercamiento entre el Estado y sus 
administrados, los ciudadanos siguen considerando esta interrelación como engorrosa y compleja, 
realizar un trámite u obtener u servicio requiere de muchas horas, completar una gestión exige más 
de una visita a diferentes y sucesivas ventanillas y son continuas las quejas sobre calidad, tiempos 
de espera, costos, amabilidad, claridad y agilidad. 
Es por lo anterior que cobra tanta importancia reconfigurar el rol del gobierno y crear un 
contexto de confianza pública, en el que se ofrezcan sus servicios de manera más eficiente y rápida, 
para lo cual los medios electrónicos pueden generar valor, reduciendo los costos y tamaño de este. 
El uso  masivo de medios electrónicos en  esta reconfiguración del rol del Estado no solo 
permitirá  al ciudadano un acercamiento  a las instituciones públicas, facilitando la obtención de 
información y servicios integrados desde la comodidad que la vía electrónica puede proporcionar, 
 
16Decreto 1413 de 2017 Por el cual se adiciona el título 17 a la parte 2 del libro 2 del Decreto Único Reglamentario del sector de 
Tecnologías de la Información y las Comunicaciones, Decreto 1078 de 2015, para reglamentarse parcialmente el capítulo IV del 
título 111 de la Ley 1437 de 2011 y el artículo 45 de la Ley 1753 de 2015, estableciendo lineamientos generales en el uso y 




evitando desplazamientos, obteniendo resultados y respuestas oportunas, sino que le da al 
Gobierno  la gran oportunidad  de obtener información para la toma de decisiones, lograr sinergias 
y coordinación  entre las diferentes  entidades, optimizar recursos, plantear nuevas formas de 
trabajo de sus funcionarios, conocer de primera mano necesidades y exigencias de los ciudadanos, 
y reducir brechas, todo lo cual le permite el diseño de políticas públicas focalizadas. 
Aunque en Colombia se ha venido trabajando en esta implementación, todavía hay mucho 
camino por recorrer si se tiene en cuenta la brecha digital existente, los índices de penetración de 
internet y que los ciudadanos siguen prefiriendo los canales tradicionales para la realización de 
trámites.17 
Aunque a nivel mundial la penetración de Internet ha tenido crecimientos exponenciales 
en los últimos años, al punto de que según la Unión Internacional de Telecomunicaciones (UIT, 
2018) el 51,2% de los habitantes del mundo utilizan Internet, mientras que en 2005 menos del 20% 
de los hogares contaban con acceso a Internet en el hogar, en el 2018 el porcentaje creció a cerca 
del 60%18 casi la mitad de la población mundial sigue sin tener conectividad.  En América Latina, 
20019 millones de personas permanecen desconectadas (Unesco, 2017)20, lo que sigue siendo uno 
de los mayores desafíos del desarrollo sostenible de las naciones. Sin acceso a los beneficios de la 
digitalización, la calidad de vida crece de manera desigual. 
 
17 Cfr. Encuesta de percepción ciudadana. (2018). Recuperado de: https://www.dnp.gov.co/programa-nacional-del-servicio-al-
ciudadano/Paginas/Encuesta-de-Percepci%C3%B3n-Ciudadana-.aspx 
 
18 Cfr. Unió n Internacional de Telecomunicaciones, UIT. (2018). Informe sobre Medición de la Sociedad de la Información. 
Resumen analítico. 
19 Cfr. CONPES. (2019). Recuperado de: https://www.mintic.gov.co/portal/604/articles-103478_CONPES.pdf  




En Colombia, según cifras del Departamento Administrativo Nacional de Estadística 
(DANE) en el 201821 el 52.7% de los hogares tenían conexión a Internet, 63.1% en las cabeceras 
municipales y 16.2% en centros poblados y áreas rurales dispersas.  Esto coloca al país en la media 
del promedio latinoamericano, sin embargo, no se puede comparar con países de la Unión Europea 
en donde las cifras de penetración alcanzan el 80% (ITU, 2018c).  
Esta situación ha sido puesta de presente por el Consejo Nacional de Política Económica y 
social (CONPES) en su documento 3968 de agosto de 201922 en el que se reconoce la importancia 
de cerrar esta brecha y la necesidad de buscar estrategias que permitan la masificación de este 
servicio, y en el que se recomienda: 
 “Declarar de importancia estratégica para el país el proyecto Desarrollo, Masificación y 
Acceso a Internet Nacional, a través de la fase II de la iniciativa de Incentivos a la Demanda de 
Acceso a Internet, de acuerdo con lo establecido en la Ley 819 de 2003 y el Decreto 1068 de 2015.” 
(p.8) 
2. Tecnología usada por la Administración Pública 
A  nivel internacional la implementación de las  TIC en la Administración Pública  ha tenido un 
largo  recorrido, del que se  destaca a manera enunciativa, la experiencia de algunos países, como 
es el caso del gobierno electrónico en Holanda: Holanda en 1994 implementa el Programa 
Nacional de la Acción en Carreteras Electrónicas que en 1998 deriva a la creación del gobierno 
electrónico en dicho país,  que a través de iniciativas legales dieron desarrollo a las TIC para  
ponerlas al servicio de la comunidad (Vásquez, Martínez y López, 2018).  
  
 
21 Cfr. Censo Nacional de Población y Vivienda. Datos preliminares. Obtenido de 
https://www.dane.gov.co/index.php/estadisticas-por-tema/demografia-y-poblacion/censo-nacional-de-poblacion-y-vivenda-
2018/donde-estamos 
22 Documento 3968 de 2019 sobre la declaración de importancia estratégica del proyecto de desarrollo, masificación y acceso a 




Por su parte, Irlanda promovió la iniciativa estratégica de administración con el fin de 
mejorar los servicios administrativos tanto para el gobierno como para el público en general. En 1997 
se firma el acta del plan modernizador del servicio público apuntado a las provisiones legislativas 
necesarias para mejorar el servicio de Administración, “Desde el año 1999 a 2000 este país realizó 
una serie de iniciativas para darle fortalecimiento al acceso de los ciudadanos a la variedad de 
servicios que ofrece el Estado” (Gómez y Vasco, 2014, p. 20) 
En Finlandia en 1996, se constituyó la sociedad de información consultiva, que enmarca el 
inicio de una serie de procedimientos electrónicos con lo que  se pretendía asegurar igualdad y el 
equilibrio social cuya finalidad es supervisar del desarrollo político y social frente a la información, 
más tarde en 1998 el gobierno adopta una serie de procedimientos electrónicos implementado un 
sistema genérico de identificación electrónica con transferencia de datos y firmas digitales para 
transacciones electrónicas; en 1999 se lanza la tarjeta electrónica de identificación; en el año 2002 se 
creó una plataforma vía internet que otorga un acceso único a la información pública y en el 2003 el 
gobierno realiza una iniciativa para promover la igualdad social y regional mejorando el bienestar de 
sus ciudadanos mediante la utilización efectiva de las TIC (Gómez y Vasco, 2014). 
  
Para el caso de Colombia se cuenta actualmente con la Estrategia de Gobierno Digital, 
nuevo enfoque que se le dio al denominado Gobierno en línea, que busca consolidar el Estado por 
conducto del uso y aprovechamiento de las TIC, entendiendo que estas se constituyen como un 
facilitador en el acercamiento con sus administrados y que adicionalmente genera desarrollo e 
inclusión social.  
Todas estas iniciativas de aproximación del Estado a los ciudadanos a través de la 




permiten la consolidación de este   relacionamiento. Dentro de estas nuevas herramientas usadas por 
la administración se han identificado la trasmisión de datos informatizados combinando 
telecomunicaciones e informática, internet de las cosas, la robótica, la inteligencia artificial, el 
aprendizaje automático (machine learning), los macrodatos (big data), la computación en la nube, y 
la analítica de datos, alguna de las cuales se describen someramente pues no constituyen el propósito 
de este trabajo. 
La inteligencia artificial (IA) de acuerdo a Andrea Martínez se refiere a la simulación de 
procesos o actividades humanas llevadas a cabo por máquinas dotadas con la capacidad de razonar, 
planificar y aprender (Martínez, 2019). A través de esta herramienta entre otras cosas se fortalece la 
prestación de servicios innovadores y eficientes, automatización de procesos, lo que generan 
reducción de tiempos y atención más oportuna. 
El Internet de las Cosas (IoT) no es otra cosa que interconexión de objetos o dispositivos a 
través de internet, en donde cada objeto dispone de sensores u otra tecnología que le permite captar 
información que luego podrá intercambiar o enviar a otros dispositivos a través de la red. Esto 
significa en palabras de Emilio Suñé, que “(…) los objetos son capaces de comunicar información e 
interactuar entre sí y con el entorno, sin que sea imprescindible la intervención humana” (Suñé, 2016, 
p. 167). El uso del IoT puede entre otras cosas ayudar a controlar eficientemente los recursos, como 
el alumbrado público, a controlar y planificar el transporte público, y a formular políticas públicas de 
salud y seguridad. 
Según el Glosario Gartner (2019) el término Big Data hace referencia a activos de datos 
de gran volumen, alta velocidad y de gran variedad, que demandan costos efectivos, formas 




para una mejor de toma de decisiones. La Administración pública tiene en esta facilidad tecnológica 
una gran herramienta para generar valor social   a partir del aprovechamiento de los datos. Así mismo 
el uso de los documentos electrónicos, con las ventajas que estos ofrecen, a más de los beneficios 
económicos frente a los costos de papel, impresoras, tintas, fotocopiadoras, almacenamiento, etc., han 
sido de gran ayuda y agilidad en los trámites. 
En relación con la autenticidad, la titularidad, el control y el seguimiento de documentos 
se muestran recursos electrónicos que facilitan el proceso de logro, como el uso de firmas 
electrónicas, que según Mira “nace como un recurso que brinda posibilidades reales, para la 
autenticidad de documentos, así mismo, reduce los tiempos, posibilita la interacción digital con el 
mismo valor que la firma física” (Mira, 2009, p.p 292-293). 
También han sido de gran ayuda para la Administración Pública, las llamadas sedes 
electrónicas, o sitios Web de las entidades públicas, a las que pueden acceder los ciudadanos para 
obtener información, servicios y posibilidad de trámites electrónicos. 
Son muchas las posibilidades y oportunidades que la tecnología le da a la Administración Pública 
para el desarrollo de sus funciones y cada día llegan más innovaciones y facilidades que permiten que 
satisfacer necesidades de los ciudadanos. 
3. Incorporación de las TIC en la actividad Judicial  
El sector público reconoce la irrupción de la tecnología en la sociedad y los beneficios que esta 
trae y la incorpora dentro de su actividad. Sin embargo, la Justicia ha tenido un proceso más lento 
en este sentido, queda rezagada de las demás ramas del poder e incluso del sector privado, en 





“El avance de las nuevas tecnologías ha permeado diversos ámbitos de las relaciones 
interpersonales, imponiendo al derecho un proceso constante de revisión que le permita ajustarse 
a la totalidad de los cambios sociales. La Administración de Justicia no es ajena a este proceso, 
cada vez aumentan las demandas por implementar el desarrollo de un trámite judicial valiéndose 
de medios tecnológicos.” (Navas, 2011, p.1) 
La incorporación de las TIC en la actividad Judicial, es necesaria, en cuanto aporta a la 
justicia eficiencia, progreso y confiabilidad, promoviendo no solo equidad social, desarrollo 
económico, ambiente de inversión, sino efectivización, y garantía de los derechos fundamentales. 
Es así como, un sistema de justicia robusto, legitima la autoridad del Estado y garantiza 
reglas claras para la convivencia social, por lo que en este marco y dada las características y 
velocidad de los cambios sociales, es más que imperativo el acercamiento entre tecnología y 
justicia.  
Contar con las TIC dentro de los despachos judiciales, ayuda a la  modernización pero se 
requiere de  acompañamiento regulatorio,  cambio de cultura, y  apropiación de la tecnología en 
funcionarios y ciudadanos,  a más  de la capacitación para que su  implementación no solo responda 
a las  necesidades de la sociedad sino que promueva reformas profundas  en el quehacer judicial, 
reformas que más allá de facilitar el acceso a la justicia,  otorguen también la posibilidad de obtener 
un pronunciamiento judicial oportuno, no tan solo una enunciación del derecho, sino la 
consecución de soluciones, para lo cual se requiere de voluntad del Estado, de herramientas, 





A nivel internacional muchos países también le llevan grandes ventajas a Colombia. Se 
puede resaltar el resultado, Holanda que fue uno de los primeros en incorporar las TIC en la 
actividad judicial: 
En Holanda, los tribunales usan un sistema de manejo de casos común, al cual todas las 
partes tienen acceso también. Estas, pueden subir grabaciones de audio o video y otros documentos 
para el tribunal. Además, los jueces tienen acceso a foros internos en línea donde ellos pueden 
colaborar y conocer acerca de discusiones de legislación y casos particulares.  
En Singapur, se ha implementado un sistema para facilitar el trabajo a los jueces de la Corte 
Suprema, denominado e-Mobil Justice, sistema de acceso remoto seguro a la red computacional 
de la Corte, que permite a todos los jueces y comisionados judiciales (Judicial Commissioner), 
usar desde cualquier lugar las herramientas de correo electrónico, búsqueda legal on-line, descarga 
de documentos, así como leer archivos electrónicos de los casos para preparar sus audiencias, lo 
que no significa que puedan acceder a una especie de expediente judicial antes de la audiencia. 
Para esto, a todos los Jueces y Comisionados Judiciales, se les suministra computadores portátiles 
con acceso a Internet de banda ancha.  
En Colombia cada vez es más evidente el descontento y la insatisfacción de los ciudadanos 
frente a la administración de justicia. No han sido suficientes las reformas que se han presentado, 
tanto el proceso contencioso administrativo, como en el proceso civil, con la entrada en vigor del 
CPCA (2011)23 y del Código General del Proceso (2012)24. 
 
 
23 Ibíd. Ley 1437 de 2011  
24 Ley 1564 de 2012 Artículo 1°. Objeto. Este código regula la actividad procesal en los asuntos civiles, comerciales, de familia y 
agrarios. Se aplica, además, a todos los asuntos de cualquier jurisdicción o especialidad y a las actuaciones de particulares y 




 La oralidad y los límites de tiempo que deben cumplir los jueces para la atención de los 
procesos so pena de perder competencia, no han logrado que la prestación de justicia cumpla con 
sus objetivos.  Las deficiencias del sistema de justicia siguen siendo evidentes, y siempre está 
sobre la mesa de discusión la necesidad de una reforma profunda. Una reforma que además de 
temas estructurales, busque acercar más al ciudadano a la justicia, y que esta llegue de manera más 
oportuna.  
Resulta entonces incuestionable, que cualquier reforma a la justicia que se plantee debe 
considerar sin lugar a duda una mejora tecnológica, sin pretender, por supuesto, que desde un 
proyecto de tecnología se modifique per se la organización y la gestión, pues como se ha planteado 
debe ser una solución integral. 
Organizaciones internacionales con diferentes propósitos han realizado numerosos 
estudios al sistema judicial en Colombia, y como punto coincidente han concluido que existe una 
gran oportunidad de mejora respecto de la eficiencia del sistema judicial. 
 Por mencionar un ejemplo, el indicador Doing Bussines25 del Banco Mundial, analiza 
cerca de 190 economías del mundo con el fin de determinar la facilidad de los países para hacer 
negocios, y entre sus temas de análisis incluye el índice de calidad de los procesos judiciales, en 
términos de tiempo, costo y calidad de los mismos. 
    El análisis realizado para el año 2018, evidencia lo ineficiente del sistema judicial en 
Colombia y la necesidad de una reforma, teniendo en cuenta la duración de un proceso judicial 
que en el país es altamente mayor en comparación con los demás países de América Latina.  
Colombia se tarda alrededor de 1.288 días resolviendo un caso en los despachos judiciales, 
 





ocupando así el puesto número de 17 de 18 países en el ranking de América Latina. Para dar una 
idea, en México tardan alrededor de 341 días y Corea del Sur apenas 290 días. 
Así mismo, el Consejo Privado de Competitividad, en su informe nacional 2018-201926 
señala: 
En 2018, el indicador de eficiencia del marco legal para resolver disputas del World 
Economic Forum (WEF) muestra que, entre los países de referencia, Colombia se ubica 
únicamente por encima de Brasil y Perú, obteniendo un puntaje de 28,8 sobre 100. Además, 
el país ocupa el puesto 121 entre 140 países en el de Eficiencia del marco legal para resolver 
disputas (de 0 a 100, donde 100 representa un mejor desempeño). Colombia y países de 
referencia, 2018 (…) (Informe Nacional de Competitividad, 2018-2019, p. 59) 
Por lo anterior, dentro de las recomendaciones mencionadas en el informe se destaca la 
necesidad de agilizar la implementación del expediente digital, en línea con el Plan Sectorial de 
Desarrollo de la Rama Judicial 2015-2018 y el Plan Decenal de Justicia 2017-202727. 
Volviendo al reporte Doing Bussines, y en relación con la calidad de los procesos 
judiciales, en la que se evalúan las buenas prácticas en: (i) estructura de los tribunales y 
procedimientos judiciales, (ii) administración de causas, (iii) automatización de los tribunales y 
(iv) resolución alternativa de disputas, Colombia obtuvo un puntaje de 9 de 18 puntos posibles, 
indicando así que hay mucho por hacer en este sentido.  
 Se presentan retos desafiantes para la Administración de Justicia en nuestro país, existen 
grandes oportunidades para el uso de la tecnología al interior de un despacho judicial, 
oportunidades que en principio pueden apuntar a dos grandes objetivos:  
 
 
26 Cfr. Consejo Privado de Competitividad. Informe Nacional de Competitividad (2018-2019) 




En primer lugar, a mejorar la gestión y el desempeño, en términos de recursos físicos y 
humanos, soportando actividades administrativas repetitivas por medio de procesos de 
automatización, control de términos judiciales, agendamiento de audiencias, archivos electrónicos, 
almacenamiento de datos,  incorporación de  formatos en línea y desarrollos que permitan el 
acercamiento entre las partes y sus respectivas actuaciones se puedan realizar por medios virtuales; 
herramientas de apoyo para la producción jurídica de los jueces usando facilidades que permitan 
gestionar el conocimiento jurídico contenido en los documentos que se digitalizan en el marco de 
la actividad judicial, permitiendo consulta de doctrina y jurisprudencia, colaboración, foros e 
interacción entre despachos judiciales.  
Esto, a través de desarrollos de informática jurídica basados en gestión documental, 
tesauros y ontologías jurídicas, mejorando así la accesibilidad de información y documentos. 
 Un segundo objetivo, se encamina a optimizar la interacción del sistema judicial, con otros 
entes del mismo sistema, con entidades del sector público que pueden proporcionar información 
registral financiera, antecedentes, y reseñas, con entidades privadas y por supuesto con el usuario 
directo, abogados litigantes y ciudadanos en general. Con este propósito, no solo se obtiene 
información necesaria para la actividad judicial, sino que se interactúa con los sujetos procesales 
y se suministran datos generales de horas de funcionamiento.   
Muchas de estas herramientas, desarrollos y recursos que se mencionan de manera 
enunciativa, como se señaló en párrafos anteriores ya son utilizadas en otros países como Holanda, 
Portugal, Israel, Singapur, en los que desde hace mucho tiempo todo el proceso judicial se maneja 





Para el caso de Colombia, la rama judicial cuenta con Justicia Siglo XXI, herramienta 
implementada por el Consejo Superior de la Judicatura mediante el Acuerdo 1592 de 200228, y 
creado con funciones de manejo documental, sin embargo, este sistema no aplica para todas las 
ciudades, ni para todos los despachos judiciales. Dentro del sistema judicial colombiano, se 
encuentran además otros recursos que, de manera aislada, y disgregada se han venido 
implementando, como ayudas de audio y video para audiencias, y notificaciones por correo 
electrónico que la justicia contencioso administrativa viene usando, sin que se tenga a la fecha un 
sistema realmente integrado, uniforme, con cubrimiento nacional y que satisfaga todas las 
necesidades al respecto. 
 
4. Recorrido Normativo Nacional 
Las TIC tuvieron su primer acercamiento a la legislación colombiana en materia de justicia 
con la expedición de la Ley 270 de 199629 Estatutaria de la Administración de Justicia, la cual 
consagra la adopción de los avances tecnológicos en los procesos judiciales tal y como se aprecia, 
en los Artículos 430 y 9531. 
 
28 Acuerdo 1591 de 2002 por el cual se establece el sistema de información de gestión de procesos y manejo documental (Justicia 
XXI). 
29 Ley 270 De 1996, Estatutaria De La Administración De Justicia. 
30 Artículo 4. Celeridad y oralidad. (Artículo modificado por el artículo 1 de la Ley 1285 de 2009). La administración de justicia 
debe ser pronta, cumplida y eficaz en la solución de fondo de los asuntos que se sometan a su conocimiento. Los términos 
procesales serán perentorios y de estricto cumplimiento por parte de los funcionarios judiciales. Su violación injustificada 
constituye causal de mala conducta, sin perjuicio de las sanciones penales a que haya lugar. Lo mismo se aplicará respecto de los 
titulares de la función disciplinaria. Las actuaciones que se realicen en los procesos judiciales deberán ser orales con las 
excepciones que establezca la ley. Esta adoptará nuevos estatutos procesales con diligencias orales y por audiencias, en procura 
de la unificación de los procedimientos judiciales, y tendrá en cuenta los nuevos avances tecnológicos. 
31 Artículo 95. Tecnología al Servicio de la Administración de Justicia. El Consejo Superior de la Judicatura debe propender por 
la incorporación de tecnología de avanzada al servicio de la administración de justicia. Esta acción se enfocará principalmente a 
mejorar la práctica de las pruebas, la formación, conservación y reproducción de los expedientes, la comunicación entre los 
despachos y a garantizar el funcionamiento razonable del sistema de información. Los juzgados, tribunales y corporaciones 
judiciales podrán utilizar cualesquier medios técnicos, electrónicos, informáticos y telemáticos, para el cumplimiento de sus 




Luego de tres años, se expide la Ley 527 de 199932, con una visión integral, la cual cerró 
la brecha sobre la validez de un mensaje de datos de carácter judicial, frente al valor probatorio 
(eficacia) de los documentos escritos.  
La aplicación de esta norma ha sido parcial, pese al tiempo que lleva de expedida, porque, 
aunque la mayoría de los despachos judiciales cuentan por lo menos con equipos de cómputo, no 
se está utilizando la tecnología, ni cuentan con las herramientas adecuadas en favor de los usuarios. 
Con la expedición las Leyes 794 de 200333 y 1395 de 201034, se regularon aspectos técnicos 
como la firma electrónica y grabación electrónica de las audiencias, entre otros, que empezaron a 
dar forma al mapa del papel de las TIC en la administración de justicia. 
Por su parte, el Consejo Superior de la Judicatura ha venido reglamentado el uso de los 
sistemas de información de la rama judicial, mediante la emisión de acuerdos, que han pretendido 
mejorar las condiciones de los despachos judiciales implementado la utilización de herramientas 
tecnológicas. De estos acuerdos vale la pena destacar el ya mencionado acuerdo 1591 de 200235 
que implementó el sistema Justicia Siglo XXI, y el acuerdo el 334 de 200636 que de manera 
especial reglamentó la notificación electrónica de ciertos actos de comunicación procesal, para lo 
 
documento original siempre que quede garantizada su autenticidad, integridad y el cumplimiento de los requisitos exigidos por 
las leyes procesales. Los procesos que se tramiten con soporte informático garantizarán la identificación y el ejercicio de la 
función jurisdiccional por el órgano que la ejerce, así como la confidencialidad, privacidad, y seguridad de los datos de carácter 
personal que contengan en los términos que establezca la ley. 
 
32 Por medio de la cual se define y reglamenta el acceso y uso de los mensajes de datos, del comercio electrónico y 
de las firmas digitales, y se establecen las entidades de certificación y se dictan otras disposiciones. 
33 Ley derogada por el artículo 626 de la Ley 1564 de 2012. Rige en forma gradual a partir del 1o. de enero del 
2014, en los términos dispuestos en el numeral 6o. del artículo 627> 
Por la cual se modifica el Código de Procedimiento Civil, se regula el proceso ejecutivo y se dictan otras 
disposiciones. 
34 Por la cual se adoptan medidas en materia de descongestión judicial. 
35 Por el cual se establece el Sistema de Información de Gestión de Procesos y Manejo Documental. 
36 Por el cual se reglamentan la utilización de medios electrónicos e informáticos en el cumplimiento de 




cual el Consejo Superior de la Judicatura debería asignar una dirección de correo electrónico, 
aclarando que el uso y control de esta dirección, así como del certificado digital, serían de 
responsabilidad exclusiva de la autoridad judicial, la cual debería dar a conocer  la posibilidad de 
utilización de este medio en los actos de comunicación procesal. 
Al ser consultado el Centro de Documentación CENDOJ del Consejo Superior de la 
Judicatura sobre lo mencionado sobre el particular por el Acuerdo, y en respuesta al derecho de 
petición presentado, indica que el papel de éste es proveer las cuentas de correos electrónicos, dado 
que los despachos judiciales disponen de los mismos en el marco del principio de autonomía e 
independencia judicial. Con esta respuesta se evidencia una falta de política uniforme y de 
integración de los despachos judiciales del país. 
Con la Ley 1437 de 201137, por la cual se expidió el Código de Procedimiento 
Administrativo y de lo Contencioso Administrativo se contempló la utilización de nuevos medios 
en la gestión de la administración pública, que el tratadista Gustavo Quintero Navas, llamó 
“completo esquema electrónico”, considerando que “Los dos grandes temas tratados en el Código 
colombiano, son i) los principios aplicables por la Administración para el desarrollo de un E-
Government y ii) la utilización de los medios electrónicos en el procedimiento administrativo 
propiamente tal.” (Citado en Abarca, 2013, p. 186)  
Esta ley, tal y como lo hemos mencionado estableció el fortalecimiento de la 
implementación de medios electrónicos en la gestión administrativa, habilitando el procedimiento 
administrativo electrónico manteniéndose la presunción de legalidad, y con las garantías 
necesarias para dar seguridad sobre la autoría de los documentos electrónicos de acuerdo con lo 
 




estipulado por la Ley de Comercio Electrónico. Así mismo, esta ley da la posibilidad a los 
ciudadanos que no cuentan con acceso a la tecnología de continuar usando los medios 
tradicionales. 
Otro aspecto a destacar de la Ley 1437 de 201138, directamente relacionado con la 
administración de justicia, es la posibilidad que da para que en los procesos contenciosos 
administrativos se utilicen medios electrónicos, estableciendo la notificación a entidades públicas, 
a personas privadas con funciones pública y a particulares inscritos en el registro mercantil a través 
de mensajes de datos al correo electrónico registrado. Es decir, esta posibilidad de notificación 
electrónica deja por fuera a gran parte de los usuarios de la jurisdicción contencioso administrativa. 
Establece también en el Artículo 18639 de la Ley 1437 de 2011, que todas las actuaciones judiciales 
susceptibles de surtirse en forma escrita, se podrán realizar por medios electrónicos. 
Estas disposiciones fueron establecidas con el propósito de que, en cinco años a partir de 
su expedición, se implementaran los expedientes administrativos electrónico, lo que a la fecha no 
ha sucedido.  
En lo concerniente al Procedimiento Civil, Ley 1564 del 201240, que regula 
supletoriamente los demás estatutos, en desarrollo del principio de eficiencia y oportunidad 
consagra en su artículo 10341 el uso de las TIC, delegando su reglamentación a la Sala 
Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura. 
 
38 Ibíd. 
39 ARTÍCULO 186. ACTUACIONES A TRAVÉS DE MEDIOS ELECTRÓNICOS. Todas las actuaciones judiciales 
susceptibles de surtirse en forma escrita se podrán realizar a través de medios electrónicos, siempre y cuando en su envío y 
recepción se garantice su autenticidad, integridad, conservación y posterior consulta, de conformidad con la ley. La autoridad 
judicial deberá contar con mecanismos que permitan acusar recibo de la información recibida, a través de este medio. 
40 Por medio de la cual se expide el Código General del Proceso y se dictan otras disposiciones. 
41 La Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura adoptará las medidas necesarias para procurar que al entrar en 
vigencia este código todas las autoridades judiciales cuenten con las condiciones técnicas necesarias para generar, archivar y 
comunicar mensajes de datos. Consejero Ponente Enrique Gil Botero dentro del Expediente radicado bajo el número 25000-23- 
36-000-2012-00395-01(49299) citado en el ACUERDO No. PSAA15-10392 Paipa, octubre, 1 de 2015 “Por el cual se reglamenta 
la entrada en vigencia del Código General del Proceso” LA SALA ADMINISTRATIVA DEL CONSEJO SUPERIOR DE LA 





Con la llegada de la oralidad al procedimiento procesal civil, se exige un sistema de gestión 
judicial distinto al que se venía manejando con el procedimiento escrito, que busca que los juicios 
se tramiten en dos audiencias que deben quedar registradas en audio y video, para lo cual se 
requiere contar con recursos informáticos tanto de hardware como de software que permitan no 
sólo la grabación sino la conservación de estas, con altos estándares de seguridad. 
Actualmente no todos los despachos judiciales están adecuados con estas herramientas de 
manera uniforme y cumpliendo con estos requerimientos, mientras en algunas sedes están 
equipadas con cámaras, equipos de grabación y monitores, otros despachos sólo cuentan con 
pequeños dispositivos de grabación de voz, que las partes deben turnarse al momento de hacer uso 
de la palabra no existe uniformidad de estos medios, sin hablar de interoperabilidad y la seguridad 
de los mismos. 
Queda en evidencia entonces el gran desafío que enfrenta nuestro país para acercar el 
sistema de justicia a la era digital, cuestión que hace parte del Plan Sectorial de Desarrollo Rama 
Judicial 2019-2022 “Justicia Moderna con Transparencia y Equidad” (Consejo Superior de la 
Judicatura, s.f.), en el que uno de los pilares estratégicos es la modernización tecnológica y la 
transformación digital. Se menciona en el documento, que el Gobierno viene desarrollando planes 
pilotos de expediente digital electrónico, y que la implementación de un nuevo sistema se hará de 
manera escalonada teniendo en cuenta no solo aspectos tecnológicos sino también el 
fortalecimiento institucional, gestión del cambio, desarrollo de competencias y habilidades de 
funcionarios y estrategias claras de comunicación. Incluyen dentro de los proyectos a desarrollar 
 
vigencia de Código General del Proceso se encuentra diferida al momento en que la Sala Administrativa del Consejo Superior de 
la Judicatura lo considere pertinente. “Uso de las tecnologías de la información y las comunicaciones” en el procedimiento; dejando 





la Implementación digital y el litigio en línea a nivel nacional, y el Fortalecimiento de la plataforma 


























COMUNICACIÓN PROCESAL Y NOTIFICACIÓN ELECTRÓNICA 
1. Comunicación Procesal 
Siendo la comunicación procesal uno de los procesos primordiales en el ámbito jurídico, es 
necesario que sea abordado desde varias aristas que tienen relaciones y asociaciones clave.  La 
siguiente figura, parte de un concepto central como lo es la comunicación procesal que se 
desarrolla más adelante, y se establecen elementos relevantes que tienen “asociación con” (en la 
figura “In associated whit”) los demás elementos de la figura, así, se muestra la evolución de la 
comunicación procesal, el concepto de notificación electrónica y su implementación, la clase de 
elementos y formas para su comprensión y uso, el alcance y los efectos de la misma, todo lo 
anterior permeado por la importancia de la implementación de la notificación electrónica.  
 








La comunicación en sentido amplio es el proceso de trasmitir e intercambiar información, proceso 
que es tan antiguo como las primeras civilizaciones que para su supervivencia debieron buscar la 
manera de ponerse en contacto unos con otros. Aunque no es fácil conceptualizar el término 
comunicación, si se puede identificar qué se requiere para que esta se produzca. Debe existir un 
emisor, un receptor, un mensaje, y un canal mediante el cual se trasmite ese mensaje. 
 En el ámbito jurídico y específicamente procedimental, la comunicación es el proceso por 
el cual el órgano jurisdiccional pone en conocimiento de los sujetos procesales cualquier decisión 
que haya tomado dentro de un litigio. Etimológicamente, notificación proviene de la voz latina 
notificatio, compuesta por nosco, -ere (“conocer”) y facio, -ere (“hacer”); es decir, significa “hacer 
conocer”. 
Así como la comunicación en su sentido más amplio, ha venido evolucionando no solo en 
la forma como esta produce, sino en los canales y códigos utilizados, así mismo la comunicación 
procesal ha venido desarrollándose desde el antiguo derecho Romano, en donde se sitúan los 
orígenes del derecho procesal, que nace de la necesidad de los particulares de buscar justicia y 
deciden someter sus conflictos ante un tercero. En esta génesis se reconocen dos etapas en el 
nacimiento de esta rama del derecho. La correspondiente al sistema ordinario y al sistema 
extraordinario. 
En el procedimiento ordinario se identifican dos fases la legis actiones que estuvo vigente 
hasta el siglo II a. C. y la del procedimiento formulario, que se ubica entre el siglo II a. C. hasta el 





La legis actio en el primer siglo de la República y con fundamento en las Doce Tablas 
como un instrumento procesal para hacer valer el derecho de la persona que lo consideraba 
vulnerado, con un procedimiento rigurosamente solemne y formal, en el que se encuentra la 
primera figura de comunicación procesal, el in ius vocatio. En efecto, para iniciar el proceso 
judicial era necesaria la presencia de las partes involucradas. Con este propósito y mediante una 
citación denominada in ius vocatio, el demandante invitaba al demandado a comparecer frente al 
magistrado ante quien se resolvía el conflicto. Esta citación era un acto enteramente privado sin 
intervención de la autoridad judicial, que se realizaba mediante el uso de términos consagrados, 
conocidos como certa verba. Al actor le competía la responsabilidad no solo de citar sino de 
conducir al demandado a quien se le imponían sanciones si se negaba a asistir. 
Luego, en la segunda fase del sistema ordinario, con el procedimiento formulario, mucho 
menos formalista que el anterior, el litigio que se iniciaba también con la "in ius vocatio", es decir, 
con la citación ante el magistrado del demandado, que debía hacerse por el propio demandante 
dondequiera que encontrase a su demandado. En este procedimiento se incluye una nueva 
comunicación extrajudicial del demandante al demandado, llamada editio actionis, por medio del 
cual le hacía conocer al demandado la fórmula o acción que iba a intentar en su contra.  
Desde el año 284 d.c hasta la muerte de Justiniano (565 d.c.) se, aplicó el procedimiento 
extraordinario en el que se da la intervención directa de un funcionario del gobierno, no solo en la 
citación o invitación a las partes a comparecer sino a lo largo de en todo el proceso. En este 
procedimiento queda eliminada la in ius vocatio y se le reemplaza por el emplazamiento regular 
realizado por el auxiliar correspondiente, lo que se denominó denuntiatio apud acta, libellus 




El derecho romano se proyecta al nuevo mundo desde España, donde influyó el sistema 
jurídico de manera determinante incluso hasta la edad media, en la que el derecho procesal tiene 
una evolución diferente en cada reino. Posteriormente, estas figuras se conjugan con aquellas que 
se utilizaron las instituciones canónicas medievales, y llegan a nuestro continente con la 
colonización española. El surgimiento de la República, a finales del siglo XIX y comienzos del 
siglo XX, trae consigo que el nuestro ordenamiento procesal reciba la influencia de países 
europeos, como Alemania, Italia, y Francia. Ya para 1888, se expide el Código Judicial de la 
República de Colombia (1931). 
Más allá de hacer un rápido recuento de la evolución del derecho procesal; interesa para 
este trabajo adentrarse en el Proceso Civil en sí mismo y más aún los actos de comunicación 
procesal, que son el objeto del estudio.  
El proceso judicial fue definido por El Dr. Hernando Devis Echandía como: 
El conjunto de actos coordinados que se ejecutan por o ante los funcionarios competentes 
del órgano judicial del Estado, para obtener, mediante la actuación de la ley en un caso 
concreto, la declaración, la defensa o la realización coactiva de los derechos que pretendan 
tener las personas privadas o públicas, en vista de su incertidumbre o de su 
desconocimiento o insatisfacción (Devis, 1972). 
Estos actos se ejecutan con una función específica y con un fin concreto, y son reglados por la ley, 
que define sus formalidades, oportunidades y requisitos, toda vez que los mismos tienen la 
vocación de producir uno o más efectos jurídicos, para la realización de los fines que el proceso 




constitución, conservación, desarrollo, modificación o definición de una relación procesal 
(Chiovenda, 2000, p. 257). 
Como parte de estos actos integradores del proceso judicial, se encuentran los actos de 
comunicación procesal, mediante los cuales se lleva determinado acto a conocimiento de su 
destinatario, es decir, son aquellos actos mediante los cuales se trasmiten o se ponen en 
conocimiento de las partes o terceros, las órdenes y decisiones del juez.  Dichos actos tienen la 
aptitud de causar un efecto jurídico ya sea porque genera una determinada gestión, o garantiza la 
realización de una actividad.  
 
Son diversos los propósitos que se logran con través de estos actos de comunicación, desde 
dar publicidad a la actividad judicial, informar, advertir, y permitir también la conexión entre los 
sujetos procesales hasta el más importante de todos, la de garantizar los derechos de las partes. 
La notificación judicial, es entonces un acto procesal por el cual se pone en conocimiento 
de las partes o de terceros las decisiones del juez dentro de un proceso judicial, realizado con el 
cumplimiento de las formalidades que señala la ley, a fin de que sus destinatarios conozcan las 
decisiones que se les comunica, ya sea para cumplirlas, para impugnarlas en caso de estar en 
desacuerdo, o para ejercitar sus derechos de la manera como la ley lo faculte. 
Tal y como lo ha sostenido en diversos pronunciamientos la Corte Constitucional, este acto 
procesal se constituye en pilar básico del derecho fundamental del debido proceso, ofrece la mayor 
garantía del derecho de defensa, y ampara los principios de publicidad y contradicción.  Por tanto, 
en el Código General del Proceso se establece que se debe notificar de manera personal la primera 
actuación judicial dentro de un litigio, esto es el auto admisorio de la demanda, o el mandamiento 





 Poner en conocimiento del demandado que se adelanta un proceso en su contra y que tiene 
el derecho a defenderse explica la razón del por qué se entiende que esta la notificación sólo gozará 
de eficacia cuando el interesado conoce fehacientemente el contenido de la Sentencia T-025/1842 
de la Corte Constitucional, esto es que la conozca de manera oportuna y fidedigna. 
La eficacia de la notificación no se da por el canal por el que esta se realice, sino en la 
medida en que se asegure que el mensaje del emisor (órgano jurisdiccional) llegue al receptor 
(sujeto procesal) de manera oportuna y clara, que este tenga conocimiento de la decisión del juez.  
Como parte de la modernización del sistema de justicia en cuanto al uso de herramientas 
tecnológicas, en particular aquellas que faciliten y agilicen el acceso a la justicia, debe asegurarse 
que la práctica de las notificaciones se realice con apego a las normas que la reglamentan y que 
con la misma se consigan los fines que estas persiguen. Es decir que la notificación judicial 
realizada por medios electrónicos puede cumplir no solo con el requisito de eficacia, en términos 
de conocimiento de las decisiones del juez, sino en términos de tiempos y seguridad, por cuanto 
las nuevas tecnologías, dan un sinfín de posibilidades para que esto sea así. 
 
2. Notificación electrónica en Colombia 
Con la implementación de la oralidad introducida por el Código General del Proceso, la 
mayoría de las providencias que el juez profiere en el curso del juicio son conocidas por las partes 
en estrados, con excepción de la primera decisión del juez que es la admisión de la demanda, que 
 
42 Corte Constitucional sobre la Accion De Tutela Contra Providencias Judiciales y La Caracterizacion Del Defecto Procedimental 






debe notificarse personalmente surtiendo el trámite establecido en el ordenamiento, como se 
muestra en la siguiente gráfica: 
 
 
Figura 3. Proceso de notificación auto admisorio en Colombia. Fuente: Construcción propia. 
 
Este proceso de notificación se traduce justamente en las siguientes acotaciones:  
- Se notificarán personalmente, (i) el auto admisorio de la demanda o el mandamiento de 
pago, (ii) el auto que ordene citar a terceros y funcionarios públicos y (iii) las que la ley 
ordene. 
- A las personas jurídicas de derecho privado y a los comerciantes inscritos en el Registro 





- A las personas naturales, al correo electrónico, si lo han suministrado al juez. Si el correo 
electrónico no es conocido, se le impone una carga al actor de conocer la dirección de 
residencia, lugar de trabajo, o sitio donde pueda ubicarse al demandado. 
- El interesado deberá remitir una comunicación a quien deba ser notificado, por medio de 
un servicio postal autorizado por el Ministerio de Tecnología, Información y 
Comunicaciones (MinTIC), para que comparezca a notificarse de la providencia. Es decir, 
no se trata del acto de notificación en sí mismo, sino la citación para que el demandado 
comparezca al despacho judicial para que allí se lleve a cabo la práctica de la notificación. 
- El citado tiene un término para comparecer ante la autoridad judicial a realizar la 
notificación personal. Término que depende de si su lugar de residencia se encuentra en el 
mismo municipio del juzgado (5 días), en diferente municipio del juzgado (10 días), o si se 
encuentra en el exterior (30 días). 
- Si la comunicación es devuelta, porque la dirección no existe, o la persona no existe o no 
trabaja en ese lugar, el interesado debe: (i) realizar una petición al juzgado para que el 
juzgado proceda a su emplazamiento. (ii) Informar al despacho nueva dirección, para que 
el despacho ordene la citación y nuevamente el interesado remita la comunicación a través 
de servicio postal autorizado. (iii) Solicitar oficiar a entidades con bases de datos para que 
suministre la información de localización. 
    No es difícil advertir los varios aspectos que retrasan la notificación personal que hacen 




iniciación del proceso y la contabilización de términos para que el demandado ejerza su derecho 
de defensa. Además de las múltiples cargas que se imponen al demandante: 
      En primer lugar, si el demandado se trata de una persona natural que claramente no ha 
suministrado al juez su dirección de correo electrónico, el demandante deberá en primer lugar 
elaborar la comunicación en la que se informa al demandado sobre la existencia del proceso y 
citación al juzgado a notificarse, de acuerdo con lo dispuesto por el Acuerdo 255 de 200343 del 
Consejo Superior de la Judicatura, para después enviar esta comunicación mediante un servicio 
postal autorizado, y esperar a que este servicio responda si fue posible o no la entrega de la 
comunicación.   
    En caso de que la hubiera entregado, debe asegurarse del cumplimiento del requisito del 
cotejo, sello de una copia de la comunicación y expedición de la constancia sobre la entrega en la 
dirección correspondiente. Todo lo cual deberá quedar incorporado en el expediente.  Si la 
comunicación no pudo entregarse entonces el interesado deberá optar por una de las tres siguientes 
alternativas: 
1- Tratar de encontrar una dirección donde pueda ubicarse al demandado. 
2- Solicitar al juez que oficie a entidades o públicas o privadas que cuenten con bases de datos, 
para que suministren la información. 
 
43 Del Consejo Superior de la Judicatura, por el cual se modifica el inciso 3° del parágrafo del artículo 6° y el inciso 
1° del parágrafo del artículo 7° del Acuerdo 1772 y el Acuerdo 1775 de 2003, que regula el procedimiento para 




3- Solicitar al juez el emplazamiento. 
Lo anterior, solo para hacer llegar la citación al demandado. Es decir, todavía no se ha 
realizado el acto de notificación personal que como se anotó, se realiza una vez el demandado 
comparezca al despacho judicial. 
En caso de que el demandado no comparezca, bien porque la comunicación quedó en la 
recepción de la unidad inmobiliaria cerrada y nunca le fue entregada o bien por que la recibió e 
hizo caso omiso, se procede entonces a realizar la notificación por aviso.  
La notificación por aviso nuevamente somete al interesado a la carga de elaborar el aviso, 
con copia informal de la providencia que se notifica, remitirlo a través de servicio postal autorizado 
a la misma dirección a la que se ha enviado la comunicación. En caso de que se conozca la 
dirección de correo electrónico el aviso se podrá enviar a esta dirección electrónica. 
Ahora bien, si el aviso no puede ser entregado porque, el demandado no reside ni trabaja 
en el  lugar, es decir la dirección no corresponde, la opción es proceder con los actos supletivos de 
la comunicación, es decir, el emplazamiento, el cual debe realizarse de acuerdo a lo establecido en 
el Artículo 108 del CGP44, esto es, “mediante la inclusión del nombre del sujeto emplazado, las 
 
44 Artículo 108 del Código General del Proceso: Cuando se ordene el emplazamiento a personas determinadas o 
indeterminadas, se procederá mediante la inclusión del nombre del sujeto emplazado, las partes, la clase del proceso y el juzgado 
que lo requiere, en un listado que se publicará por una sola vez en un medio escrito de amplia circulación nacional o local, o en 
cualquier otro medio masivo de comunicación, a criterio del juez, para lo cual indicará al menos dos (2) medios de comunicación. 
Ordenado el emplazamiento, la parte interesada dispondrá su publicación a través de uno de los medios expresamente señalados 
por el juez. Si el juez ordena la publicación en un medio escrito esta se hará el domingo; en los demás casos, podrá hacerse 
cualquier día entre las seis (6) de la mañana y las once (11) de la noche. El interesado allegará al proceso copia informal de la 
página respectiva donde se hubiere publicado el listado y si la publicación se hubiere realizado en un medio diferente del escrito, 
allegará constancia sobre su emisión o transmisión, suscrita por el administrador o funcionario. Efectuada la publicación de que 
tratan los incisos anteriores, la parte interesada remitirá una comunicación al Registro Nacional de Personas Emplazadas 
incluyendo el nombre del sujeto emplazado, su número de identificación, si se conoce, las partes del proceso, su naturaleza y el 
juzgado que lo requiere. El Registro Nacional de Personas Emplazadas publicará la información remitida y el emplazamiento se 
entenderá surtido quince (15) días después de publicada la información de dicho registro. Surtido el emplazamiento se procederá 





partes, la clase del proceso y el juzgado que lo requiere, en un listado que se publicará por una sola 
vez en un medio escrito de amplia circulación nacional o local, o en cualquier otro medio masivo 
de comunicación (…)” (Código General del Proceso, 2012, p.p 98-99) 
Una vez más le corresponde al interesado realizar los actos necesarios para su publicación 
en uno de los medios que el juez haya ordenado, y deberá allegar copia informal de la página 
respectiva donde se hubiere publicado. Así mismo, deberá remitir una comunicación al Registro 
Nacional de personas emplazadas en dónde se publicará la información remitida para que el 
emplazamiento se entienda surtido quince (15) días después de publicada la información. Una vez 
se surta el emplazamiento, se procederá a la designación de curador ad litem.  
No resulta fácil en la práctica, para  quien quiera someter su conflicto a los estrados 
judiciales, y lograr el eventual reconocimiento de sus derechos, lograr que el demandado  sea  
notificado del proceso en su contra, si tan solo para que esto suceda, debe surtir una serie de 
actividades que en ocasiones son inconducentes y que se pueden extender en el tiempo de manera 
innecesaria, lo que tampoco contribuye al derecho de defensa y contradicción del demandado, pues 
no se está asegurando una oportuna comunicación de los actos procesales a quien quedaría 
sometido a los efectos jurídicos de las decisiones que se adopten en el curso del proceso.  
Es paradójico entonces, que aun cuando  el Código General del Proceso45, entró en vigencia 
hace aproximadamente cuatro años , 1º de enero de 2016, momento en el que ya se reconocía desde 
décadas atrás la importancia del uso de la tecnología en todas las actividades del ser humano, 25 
años después de que la Constitución de 1991 reconociera el debido proceso como un derecho 
 
45 Expedido por la LEY 1564 DE 2012 y cuyo objeto se enuncia así en el Art. 1: Este código regula la actividad procesal en los 
asuntos civiles, comerciales, de familia y agrarios. Se aplica, además, a todos los asuntos de cualquier jurisdicción o especialidad 
y a las actuaciones de particulares y autoridades administrativas, cuando ejerzan funciones jurisdiccionales, en cuanto no estén 




fundamental y que la misma norma superior garantizara el derecho de toda persona para acceder a 
la justicia, que se establezcan normas que incluyan todavía notificaciones  escritas que  requieran 
de trámites tan engorrosos como los aquí descritos. 
Se hace imperiosa la transformación digital del sistema de justicia, con el fin de lograr por 
lo menos, que el acto procesal con el que se inicia una litis y que garantiza el derecho de defensa 
de los ciudadanos, el acceso a la justicia y el debido proceso cumpla con las finalidades inherentes 
a su naturaleza.  
Esta modernización, sin embargo, no es fácil si se tienen en cuenta las barreras de tipo 
económico, cultural y técnico, que existen y que no permiten que esto se haga realidad en un corto 


















PROPUESTA DE ESQUEMA DE NOTIFICACIÓN ELECTRÓNICA 
 
La forma como actualmente se encuentra reglamentada la práctica de la notificación 
personal del auto admisorio de la demanda o del mandamiento de pago, y en efecto, la forma como 
en la realidad esta notificación debe llevarse a cabo, implica para la persona interesada en iniciar 
un proceso judicial, la responsabilidad de lograr que esta notificación se realice surtiendo los pasos 
expuestos en el capítulo anterior.  Esto genera para el demandante unos costos administrativos y 
en tiempo, que en muchos de los casos no conducen a la práctica efectiva de la notificación, o que 
deba transcurrir mucho tiempo entre el momento de la presentación de la demanda y la notificación 
al demandado del auto que la admite. 
 
“La implementación de las TIC en el proceso no es una cuestión gratuita, ni una 
simple moda. Existe un número importante de razones por las cuales modernizar 
la administración de justicia resulta un paso necesario para la construcción de un 
sistema jurisdiccional eficiente y la realización del principio fundamental de la 
tutela jurisdiccional efectiva”. (Pájaro, s.f, p. 344)  
Es necesario mitigar los riesgos y la vulneración de los derechos constitucionales que esta 
práctica genera, encontrar la manera de que efectivamente se garantice el acceso a la justicia, se 
imprima celeridad a los procesos, se haga realidad el principio del debido proceso, se materialice 
la publicidad de los actos procesales para dar paso al derecho de contradicción y en general hacer 




En este capítulo se presenta a modo de conclusión una propuesta de notificación judicial 
mediante el uso de las nuevas tecnologías, que permita al sistema de justicia colombiano dar inicio 
a los procesos judiciales de una forma rápida, segura y certificada. Y dar soluciones reales a los 
problemas que actualmente enfrentan quien necesitan acudir a la justicia. 
 
El primer obstáculo que debe derribarse es la falta de información precisa sobre la 
ubicación o el domicilio de las personas a quien debe notificarse una demanda. Así mismo, este 
esquema propuesto debe asegurar que el acto de comunicación se lleve a cabo en un tiempo 
razonable, es decir, que efectivamente el receptor reciba el mensaje del emisor, que para este caso 
es el órgano judicial, con el fin de que los sujetos procesales queden vinculados al proceso civil y 
puedan empezar ejercer sus derechos. Cobra importancia entonces que esta propuesta incluya una 
marca de tiempo que indique a partir de qué momento se contabilizan los términos y plazos 
procesales y que además se garantice que todo este procedimiento quede registrado en lo que sería 
el expediente del proceso, que necesariamente debe ser digital. 
 
Hoy en día la tecnología ofrece diferentes alternativas de herramientas que pueden 
posibilitar la práctica de la notificación judicial. No se trata de importar una solución que funcione 
en otro país o en otro sistema, aunque estas experiencias pueden aportar a la arquitectura de la 
plataforma propuesta. Se trata de construir la solución partiendo de lo que hasta el momento se ha 
logrado, y teniendo en cuenta las especiales necesidades y comportamientos en nuestro entorno. 
 
¿Con qué se cuenta en este momento, que permita dar solución al inconveniente de la falta 




estatales, que por su misión y función han recogido información de las personas que han 
interactuado con estas, o que se han registrado para la realización de algún trámite o gestión. Para 
enumerar unas cuantas, DIAN, EPS´s, DANE, Sisben, organismos de tránsito que expiden 
licencias de conducción, entidades que expidan licencia para ejercer una profesión, instituciones 
educativas, tarjetas de transporte público, oficinas de notariado, y registro, catastro, para 
mencionar unas pocas. 
Colombia cuenta además con el recientemente creado, portal único del gobierno, que 
aglutina en un solo sitio, todos los servicios, trámites e información de las entidades públicas. En 
este portal se permite acceder a las sedes electrónicas de gran parte de las entidades estatales. 
Asimismo el  MinTIC trabaja en la implementación de los servicios ciudadanos digitales, que son  
el “ Conjunto de soluciones y procesos transversales que dispondrá el Ministerio de Tecnologías 
de la Información y Comunicaciones para brindar al Estado las capacidades y eficiencias para su 
transformación digital y lograr una adecuada interacción del ciudadano con la administración 
pública a través de medios digitales” (Estrategia de Integración Digital del Estado Guía técnica de 
integración de Trámites y Servicios a GOV.CO, 2019, p.18) . Entré estos servicios se encuentra la 
carpeta ciudadana, mencionada en párrafos arriba. 
 Se tiene un punto de partida importante, las bases de datos de las entidades con 
información de los ciudadanos. La información contenida en estas bases de datos del sector 
público, que unidas a las bases de datos con las  que cuenta la empresa privada sector financiero y 
empresas de comunicaciones, con las adecuadas previsiones legales, protocolos tecnológicos que 
aseguren su protección, son un importante insumo para dar viabilidad a la notificación por medios 
tecnológicos, pues salva el primer obstáculo de las mismas; la falta de información para notificar 




            1.Tecnología disruptiva: Blockchain     
El problema y las necesidades planteadas llevan a la necesaria reflexión de que se debe 
buscar una solución, y que la digitalización de la sociedad, las nuevas formas de comunicación y 
el acceso a tecnologías innovadoras de este tipo son sólo algunos de los rasgos que posibilitan la 
optimización de los procesos.  Esta necesidad requiere de una solución que venga acompasada de 
una tecnología incremental como hasta ahora ha venido sucediendo, o de procesos que rompan 
con lo establecido, a través del uso de las tecnologías e innovaciones disruptivas. 
 Actualmente, diversos ámbitos utilizan y aplican las herramientas de las tecnologías 
disruptivas dentro de sus productos o servicios, algunos de estos como laboratorios científicos 
(Loza y Dabirian, 2015), en educación: bien para mejorar las experiencias de aprendizaje (Conole, 
2013), como alternativa para la educación tradicional (Adell y Castañeda, 2010; Cabrol y Severin, 
2010) y desde sus aportes en la educación superior (Febles, 2018). 
 Permitir el acceso a la justicia de una manera acorde con las velocidades y agilidad que 
plantea esta nueva era digital, requiere que se rompan  los esquemas que hasta ahora han venido 
funcionando, inoperantes, ineficaces, obsoletos y demorados  y redefinir procedimientos echando 
mano de la innovación y oportunidades tecnológicas, que permitan ejecutar la notificación judicial, 
dejando de lado todos los obstáculos que ahora presenta, abriendo la posibilidad de favorecer la 
innovación, el libre acceso, y la articulación del Sistema judicial con la sociedad en red. 
  Para entender mejor y llegar a una conclusión se requiere identificar qué es la disrupción, 
qué ventaja trae y a qué se hace referencia con el término de tecnología disruptiva. Se entiende 
entonces como una innovación que aporta no solo a los mercados actuales sino a la creación de 





 La tecnología disruptiva se puede definir como una innovación que ayuda a crear una 
nueva red de valor y que eventualmente interrumpe el mercado actual (en unos pocos años o 
décadas), desplazando una tecnología anterior. La teoría de la tecnología disruptiva fue acuñada 
por primera vez por el profesor de Harvard, Clayton M. Christensen (2004) en su investigación 
sobre la industria de discos duros y más tarde popularizado por su libro “The Innovator’s 
Dilemma”. 
Entendiéndola como “(…) aquella tecnología que propicia cambios profundos en los 
procesos, productos o servicios. Una tecnología disruptiva generalmente conlleva una estrategia 
de introducción, penetración y uso que la consolida y desplaza la tecnología anterior lo que la 
convierte en una innovación disruptiva” (Vidal, Carnota y Rodríguez, 2019, p. 2) 
En este sentido, la importancia de la tecnología disruptiva radica en que no se ha entendido 
como una competencia de tecnologías, sino que por el contrario prioriza la necesidad y la 
posibilidad de llegar a los usuarios de forma económica, fácil y personal:  
La tecnología disruptiva no se trata de ganar una carrera tecnológica, sino de la entrega de 
innovaciones dirigidas a un conjunto de usuarios cuyas necesidades están siendo ignoradas por los 
líderes de la industria. Se puede decir que la tecnología disruptiva inicialmente prioriza la 
simplicidad, comodidad, posibilidad de personalizar y precio, frente al rendimiento y altas 
prestaciones. (Loza y Dabirian, 2015, p. 2) 
Así que, para la propuesta que se plantea en este trabajo, el momento actual de la Justicia, 
en Colombia, les necesidades del sector y de los usuarios, es la disrupción y una tecnología 





  De un lado se conocen, las necesidades y los riesgos a mitigar: escasa e imprecisa 
información del domicilio de los demandados, ausencia de un sistema seguro para realizar la 
comunicación procesal, falta de una herramienta unificada de almacenamiento electrónico de todo 
el proceso que permita su trazabilidad. Y de otro lado, se cuenta con la decisión del gobierno en el 
Plan Nacional de Desarrollo, de incorporar soluciones tecnológicas y la explotación de datos 
masivos. Estos datos se encuentran en la información de los ciudadanos recogidas por las entidades 
estatales y sector privado, lo que constituye el punto de inicio para la solución propuesta. 
El esquema planteado pretende aprender del caso de Estonia que a partir de su 
independencia de la Unión Soviética en 1991 decidió mejorar el bienestar de las personas a través 
de la tecnología, convirtiéndose en un gobierno digital.  Inició con la modernización de la 
educación, y de esta manera proporcionó a las escuelas equipos de cómputo para sus estudiantes 
y a la vez se enfocó la capacitación digital para adultos. Su primer gran logro fue el lanzamiento 
del sistema de identificación digital que todo ciudadano tiene desde su nacimiento, y el suministro 
de acceso digital a todos los servicios que el estado ofrece.  Así mismo es un país donde la internet 
es libre y abierta, y se cuenta con una Red Wifi pública en todo el territorio nacional.  De ahí que 
los ciudadanos puedan acceder a casi todos los servicios estatales online. 
 La tecnología detrás de todo esto se llama X- road, que es un sistema de registros o base 
de datos de las agencias del gobierno en la que cada autoridad es responsable de la protección de 
los datos que ha recogido y que habilita la interconexión entre sí. Es un ecosistema de 
interoperabilidad que permite la colaboración entre organismos y sus sistemas que permite la 
coexistencia de diferentes tecnologías: Se trata de una red abierta a la que se van incorporando 
instituciones y organizaciones. Un tipo de cooperación sectorial que se ajusta a esta nueva fase 





Dentro de las características más importantes de esta plataforma es la manera 
descentralizada como se almacenan las bases de datos. Cada agencia gubernamental almacena su 
información separadamente, con la posibilidad de acceder a cualquier dato que necesite de otra 
agencia, pero no le es posible guardar ninguno que corresponde a otro organismo, la información 
no se duplica. 
El nivel de seguridad de la información es muy alto, basado en criptografía y algoritmos 
que transforman bloques de datos a series de caracteres alfanuméricos, funciones hash, que 
garantizan la integridad de la transferencia y registro de la información. De igual manera el sistema 
advierte en tiempo real, la ocurrencia de ataques lo que permite una respuesta inmediata a los 
incidentes tan pronto como estos se producen. 
 
3. Implementación en Colombia 
 En Colombia, pese a los grandes esfuerzos que se han emprendido en los últimos años por 
incrementar la eficiencia de la administración de justicia, mantenemos aún una jurisdicción 
congestionada. Un vistazo a los reportes internacionales sobre competitividad arroja una 
preocupación generalizada sobre la eficiencia de la administración de justicia en Colombia, que 
obtiene muy bajas calificaciones en materia de tiempos de decisión de controversias3, como en 
materia de percepción por parte de los usuarios del sistema (Pájaro, s.f, p. 345). 
 
Con base en la experiencia de Estonia se plantea la implementación de un sistema que 
permita la interoperabilidad de las bases de datos de las agencias estatales colombianas, incluyendo 




los ciudadanos que son sujetos de demandas para que sean notificados sobre su existencia, y 
ejerzan su derecho de defensa. 
En la actualidad se conocen muchas herramientas basadas en la combinación de bases de 
datos con distintas tecnologías para fines acreditativos que garanticen los procesos desarrollados 
al interior de estos, en palabras de López (2017) "(...) esta herramienta implica un claro 
reforzamiento del principio de la autonomía de la voluntad" (p.198), así, apelar al principio de la 
autonomía de la voluntad en este marco, significa que todas las personas implicadas son 
igualmente habilitadas para verificar los detalles y avances sobre el proceso fomentando el propio 
papel sobre los mismos y generando mayor seguridad frente a estos. 
Se deben romper paradigmas y hacer uso de tecnologías que ofrezcan entre otras 
funcionalidades y seguridades este tipo de intercambio de información, como por ejemplo el 
blockchain que se define como: “(…) un registro compartido y digitalizado que no puede 
modificarse una vez que una transacción ha sido registrada y verificada. Todas las partes de la 
transacción, así como un número significativo de terceros, mantienen una copia del registro (es 
decir, la cadena de bloques), lo que significa que sería prácticamente imposible modificar cada 
copia del registro globalmente para falsificar una transacción” Este sistema almacena la 
información de manera descentralizada, a través de registros distribuidos entre varios usuarios. 
Así las cosas, se deberá encontrar la arquitectura tecnológica que permita que una vez se 
radique una demanda y esta sea admitida mediante un auto, la rama judicial consulte con el número 
de la cédula del demandado, en la plataforma para que entre todas las bases de datos que forman 
la red, se identifique con inteligencia artificial la dirección electrónica y los datos de contacto de 





Una vez identificada la localización del demandado, la misma plataforma deberá enviar un 
correo electrónico con el auto admisorio de la demanda y sus anexos mediante un mensaje que 
deberá ir criptográficamente cifrado para su protección, y certificará sobre la entrega del mismo. 
Para asegurar que el correo sea leído, paralelamente se enviará un mensaje de texto al número de 
teléfono móvil identificado, informando sobre el envío del correo por parte de la Rama Judicial. 
Cuando se tenga el reporte de lectura del correo, el sistema generará un estampado de tiempo, 
indicando el momento exacto de su lectura, con el fin de que los términos procesales empiecen a 
contarse a partir del día siguiente, y se entenderá que la notificación quedó efectivamente realizada. 
Si por alguna razón el correo no es leído en término de tres días, o el correo electrónico da 
reporte de que no fue entregado, el sistema expedirá una certificación de esta situación, la cual 
debe ser la excepción, por cuanto se entiende que en la base de datos compartida y descentralizada 
hay información precisa de ubicación y datos de contacto. Sin embargo, en caso de que esto ocurra 
se procederá a enviar comunicación a la dirección física identificada en las bases de datos estatales, 
con el fin de que a través de correo postal autorizado se le informe al demandado sobre la existencia 
del proceso, fijando un plazo, para que comparezca al Juzgado. 
 Esta plataforma debe asegurar que los datos personales estén protegidos, de tal manera 
que cualquier ciudadano pueda saber quién accede a su información o quien la modifica. 
Como se indicó, no se trata de la reproducción del sistema X-road, se trata de aprovechar 
sus ventajas con el fin de construir un sistema a la medida de Colombia y sus necesidades. Es un 
primer planteamiento que debe apoyarse regulatoriamente. Pero que en principio pone de relieve 
la necesidad de que se le otorgue a la Rama Judicial un lugar preponderante dentro del ecosistema 






Justamente el esquema sobre el cuál se basan las nuevas tecnologías que ayudarían a la 
implementación y funcionamiento de la notificación judicial, ostentan las prerrogativas necesarias 
para que sectores como la Administración Pública incurran en su aplicación. 
Para otorgar mayor validez y confiabilidad a la plataforma, se reconoce el blockchain o 
cadena de bloques como herramienta que coadyuva al logro de los objetivos planteados para la 
misma, entendiendo que no se requeriría en tal caso de una autoridad central para el manejo de la 
plataforma. Siendo el blockchain una nueva tecnología basada en la secuencia de crecientes 
bloques de información, proporciona una base de datos que conforma un sistema abierto.   
Precisamente al hablar de sistema abierto se reconoce su potencial para conceder 
transparencia y confianza a los procesos, ya que se definen las acciones permitidas y que se pueden 
realizar sobre los datos.  
Ya se ha comprobado las múltiples aplicaciones que puede tener este sistema en diversos 
campos y la justicia claramente puede ser uno de estos, específicamente para el proceso de 
notificaciones. El blockchain generalmente se asocia con las criptomonedas, pero esta es tan solo 
una de las aplicaciones que puede tener. Se trata de un sistema “(…) creado en 1991 por los 
científicos Stuart Haber y W. Scott Stornetta al introducir una solución computacionalmente 
práctica para los documentos digitales con sello de tiempo para que no pudieran ser modificados 
o manipulados”. Sin embargo, el desarrollo del software es atribuido a Satoshi Nakamoto, que al 
parecer es un seudónimo de un grupo de personas. 
El uso de esta tecnología asegura que los obstáculos que normalmente presenta la internet 




características que presenta como son: resistencia, potencia, funcionamiento en tiempo real, 
capacidad de respuesta, es renovabilidad y apertura. 
Uno de los aspectos que generan este tipo de tecnologías, que además de tener beneficios 
en sí mismas, tienen la posibilidad de trabajar conjuntamente, es la descentralización de la 
confianza frente a los procesos realizados. Al ser las personas naturales parte activa del proceso, 
el intercambio de actividades y demás que se realizan permite en los individuos mayor propiedad 
de los asuntos que los competen, así como la oportunidad de evitar que terceros incurran en el 
mismo. Consecuentemente, se produce una optimización de relaciones que aporta a la 
transparencia de los procesos. 
Siguiendo esta línea, es importante además destacar el ahorro de los costes administrativos 
que como se veía anteriormente, generan la incursión en unos gastos específicos al realizarse la 
notificación por medios postales. 
Es evidente la necesidad de modernizar la justicia. Según se expresó, una correcta 
implementación de las TIC puede contribuir a la efectiva reducción de los tiempos procesales, al 
levantamiento de barreras de acceso a la justicia y a la generación de mecanismos de seguimiento 
y control que redunden en decisiones más rápidas, mejores y más transparentes. (Pájaro, s.f., p. 
355). 
Esta nueva tecnología ha revolucionado la innovación, incluso se ha determinado, que 
puede llegar a cambiar la economía, la forma de gobernar y de hacer las cosas. ¿Por qué pensar 




Figura 4. Elementos involucrados en el uso de las TICS en la Administración pública. Fuente: Construcción propia. 
 
La figura 4 ofrece una panorámica que contrasta con el estudio realizado y las falencias 
encontradas en el procedimiento de notificación judicial colombiano actual, las nuevas 
tecnologías, la integración de herramientas, y la colaboración entre bases de datos son las 
alternativas para cubrir las limitaciones existentes, de manera que a través del uso de las TIC se 
logre aportar celeridad, seguridad jurídica, que logre ser un proceso progresivo y no traumático 
que disminuya las cargas a los ciudadanos. Tal como fue el caso de Estonia, país que ha trabajado 




manera digital asegurar servicios ciudadanos, hasta la implantación de proyectos como el X-road 
en el que se modernizan y estandarizan las bases de datos a nivel de la nación (Heller, 2017; 
Margetts y Naumann, s.f). 
Para esto, la plataforma se diseña para la garantía de la información que se trasmite. Así, 
el intercambio de documentos que se realice a través de la misma desde la cadena de bloques o 
blockchain y la inteligencia artificial asegura la inalterabilidad, durabilidad y seguridad de los 
mismos, y evita a su vez accesos no autorizados, todo esto con el fin de proteger la información 
sin acceder a la misma. Como lo expresan Retamal, Roig y Tapia (2017) “Los usos de esta 
tecnología son potencialmente inmensos y por ello se consideran como una de las tecnologías con 
más potencial disruptivo de los últimos años” (Retamal, Rogi y Tapia, 2017, p. 40), y es que la 
transición de los medios físicos a los magnéticos, encuentra en las nuevas tecnologías 
características de transparencia, apertura, seguridad e interconexión, en donde las personas tienen 
pleno control sobre su identidad digital y los servicios y procesos que se relacionan a ellos. 
En este punto juega un papel muy importante comprender el papel de las herramientas. 
Siendo así, la plataforma como el proceso para el desarrollo de métodos que incluyan aspectos de 
tipo organizacional, de software y de hardware, con el fin de hacer un uso estandarizado de las 
bases de datos nacionales. En este sentido, tanto el Estado como las entidades suscritas a éste 
pueden ordenar los componentes que se requieren en el desarrollo de sus actividades, tal como es 
el caso de la Administración Pública, que podrá acceder y usar dicho software como lo necesite, 
siendo posible de esta forma un diálogo entre ésta y sus usuarios, y la eliminación de 
intermediarios. 
Particularmente para la parte de procedimientos, en esta unificación de los bancos de datos 




ciudadanos con el propósito de hacer más eficientes procesos como las notificaciones judiciales. 
En línea con lo mencionado, se propone dentro de la plataforma la creación de cajas de información 
a las que pueden acceder los ciudadanos y desde las que el Estado como entidad puede llevar 
registros relevantes a los procesos en sus diferentes ramas: 
 
• Información personal: Con información como números de documentos, números 
telefónicos, correos electrónicos. 
• Información laboral: Con información del historial y de las empresas con las que el 
ciudadano tiene vínculos. 
• Información de formación académica 
• Información de registros con entidades 
• Información de impuestos 
 
La plataforma dispondrá dentro de la misma una guía a usuarios con el paso a paso de los 
registros que permita a los usuarios un acompañamiento y asesoría ante los trámites que desde 
estos registros se generen. 
Ahora bien, particularmente en el campo de la notificación electrónica judicial, se 
entenderá que las entidades jurisdiccionales tendrán acceso a la información pública de los 
usuarios y que a partir del momento en que se realice la primera notificación judicial y se encuentre 
trabada la litis con la participación de los sujetos procesales, esto es, demandante, demandado, sus 
respectivos apoderados y terceros intervinientes, el sistema les arrojará un código de acceso con 





Cada vez que el proceso presente un movimiento que deba ser conocido por las partes, el 
sistema enviará un correo electrónico a cada una de ellas, cuyo envío podrá ser anunciado a través 
de mensaje SMS al teléfono móvil de las partes involucradas. En esta parte, la plataforma registra 
los movimientos y en tal caso el recibido de la notificación de manera automática, dado el soporte 
que brinda el blockchain como pieza fundamental del protocolo informático. 
En este caso, la confirmación del recibido del documento por medio del que se realiza la 
notificación debe incluir el día de la recepción del documento y llevar la firma del destinatario o 
de su representante. Las confirmaciones en formato electrónico llevarán la firma digital del 
remitente y se transmitirán de forma segura que permita identificar al remitente y la hora a la que 
se envió, a excepción de que el órgano jurisdiccional no tenga motivos para dudar de que el 
destinatario o su representante hayan enviado la confirmación sin firma digital. 
Posterior a esto, el órgano jurisdiccional pone a través de la plataforma a disposición de las 
partes en el proceso todos los documentos judiciales, incluso las sentencias, utilizando para esto 
los dos códigos expresados en previo, la firma digital y el PIN o clave establecido por el ciudadano. 
En síntesis, pueden destacarse beneficios a nivel de metas específicas y generales. A título 
general, en primer lugar, el uso de nuevas tecnologías en el sistema judicial evidencia el 
compromiso por la mejora de la gestión y del desempeño de la institución, y, en segundo lugar, la 
mejora en los vínculos existentes entre el sistema judicial, las instituciones que los componen y 
los ciudadanos a raíz del uso de las TICS, y por consiguiente en el acceso a la justicia, como uno 
de los principales objetivos de la institución y del gobierno colombiano. 
De forma específica, los beneficios se distinguen alrededor de aspectos como: 
 Agilidad en los procesos de notificación, al suprimirse los intermediarios en el proceso, las 




 Notificación personal al correo electrónico identificado en las bases de datos, desde estos 
beneficios, se garantiza a su vez el hecho del envío en poco tiempo de las notificaciones, 
lo que visto desde el proceso de la Administración de Justicia conlleva a aligerar el 
desarrollo de los mismos. 
• Disminución de costos de envío, el envío de documentación y el acceso a servicios de 
intermediarios para el transcurrir de los procedimientos, entre otros, son algunos de los 
aspectos que generan tanto en los usuarios ciudadanos como en los órganos judiciales 
costos que se ven reducidos por el uso de los medios electrónicos y digitales. 
• Acceso a las TIC, vincular los procesos al uso de herramientas digitales significará 
de manera relativa que los ciudadanos obtengan sustancialmente la posibilidad de acceder 
a múltiples mecanismos y tecnologías de la información y la comunicación. Apuntando de 
esta forma, al garantizar una de las metas primordiales del Ministerio de Tecnologías de la 
Información y las Comunicaciones (MinTIC). 
 
De la misma manera y como parte del expediente electrónico –que si bien no es objeto del 
presente trabajo puede verse igualmente beneficiado- se propone que la misma plataforma sea 
utilizada en el intercambio de documentos, información y escritos procesales. Todo a través de 
protocolos de comunicación previamente establecidos.  
A la postre, lo anterior da cuenta del reto de identificar de manera segura los usuarios de la 
plataforma, para lo que desde esta propuesta se plantea el uso de los dos códigos postulados en 
previo- El PIN o clave y la firma digital desde sus requisitos de certificación y garantía-, y por otro 
lado, lo imperativo de estandarizar las diversas bases de datos captadas por los diferentes 




los portales diseñados por la estrategia de gobierno en línea que posibilite el acceso a la 
información que requerida desde las herramientas de seguridad y que en este sentido conlleven a 
facilitar el proceso de notificación electrónica teniendo de marco todo lo desarrollado en 
precedente. 
 
Desde el punto de vista de la administración de la Rama Judicial, la disponibilidad 
eficiente, continua y confiable de información abre la posibilidad de que se reaccione a 
problemas de litigiosidad coyuntural, por ejemplo, a través de medidas quirúrgicas de 
apoyo para trabajar sobre los atrasos y evitar que éstos se conviertan en congestión, o a 
través de mecanismos de redistribución de los negocios para garantizar el mejor 
aprovechamiento del recurso humano y económico disponible, más allá de las 
limitaciones que a veces impone el mapa judicial. (Pájaro, s.f., p.369) 
 
Así pues y a nivel global, la transformación digital del Estado Colombiano supone como 
se ha visto, el reconocimiento de la manera cómo los ciudadanos interactúan entre sí en la 
actualidad, el proceso que ha recorrido el Estado colombiano en relación con las TICS, el 
aprovechamiento que de las herramientas tecnológicas se ha realizado, y que se evidencia en la 
estrategia de Gobierno en Línea, las leyes y decretos que conforman el recorrido normativo y se 
instalan como la base para nuevas innovaciones, y la integración en el esquema propuesto en este 
capítulo, converge en la focalización de este tipo de esfuerzos e iniciativas que buscan aportar al 
fortalecimiento y desarrollo de los procesos judiciales, del ejercicio eficaz, competente y 
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